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R-Dca-074-2008

Contraloría  General  de la República.  División de Contratación Administrativa.   San José a las ocho horas del  veintinueve  de febrero de dos mil ocho.-------------

Recurso de objeción al cartel de la Licitación Pública Nacional N° 2008LN-000001-01 promovida por la Municipalidad de San Carlos para  la adquisición de una excavadora de oruga totalmente nueva interpuesto por  Agrosuperior, S.A.----------------------------------------------------------------------

I.- POR CUANTO: Las firma mencionada presentó en tiempo recurso de objeción en contra del cartel del referido concurso.--------------------------------------------------------------------------------------

II. POR CUANTO:  SOBRE LA ADMISIBILIDAD DEL RECURSO. El recurso de objeción al cartel se brinda como una oportunidad procesal para que eventuales interesados en participar en el procedimiento de contratación administrativa soliciten remover cualquier obstáculo que estime limita sus posibilidades de participación, y a la vez para coadyuvar con la Administración en la formulación y depuración del pliego de condiciones. Tal gestión, al tenor de lo dispuesto por el numeral  170 del Reglamento a la Ley de  Contratación Administrativa (RLCA),  debe indicar las infracciones precisas que se imputan al cartel, con señalamiento de las violaciones de los principios o normas propios de la contratación administrativa. Además, el recurso deberá presentarse con la prueba que estime pertinente y debidamente fundamentado a fin de demostrar que el bien que ofrece puede satisfacer las necesidades de la Administración. En este orden,  este Despacho se  ha pronunciado sobre la necesidad de que los recursos de objeción se presenten debidamente fundamentados, a fin de ser atendidos en esta sede. (ver entre otras,  resolución, R-DAGJ-13-2004 de las 8:30 horas del 14 de enero de 2004), en la que a propósito, se indicó: 

“El recurso de objeción al cartel constituye el medio procesal por medio del cual los potenciales oferentes acuden a la vía correspondiente a reclamar el cambio de alguna condición cartelaria. Para esa labor se debe aportar un claro desarrollo técnico, jurídico y/o financiero en el cual se cuestione de forma objetiva las cláusulas que han sido establecidas por la Administración en su respectivo cartel. ... Al respecto ha de reiterarse la naturaleza que tienen tanto el cartel como el recurso de objeción al cartel. Se presume que la función administrativa del Estado tiene un fin público y que por lo tanto sus actos (en este caso los carteles de una licitación) se presumen dictados apegados al ordenamiento jurídico y básicamente como instrumento de satisfacción de los intereses generales. De tal suerte que cada cartel lleva implícita la presunción de apego a los principios de la contratación administrativa y del resto del ordenamiento jurídico, siempre partiendo de la supremacía del interés general sobre cualquier otro. Sin embargo, es claro que no siempre las actuaciones administrativas son tan objetivas y, por lo tanto, el ordenamiento jurídico contempla la posibilidad de que sujetos particulares puedan impugnarlas con el afán de desvirtuar esa presunción, labor que, tal  como se indicó líneas atrás, no es simple ya que más allá de las meras consideraciones que pueda tener el objetante se trata del ejercicio jurídico de un recurso procesal que debe estar acompañado de lo que podríamos llamar la carga de la prueba en materia de objeciones al cartel, es decir, para cuestionar y evidenciar que ese acto presuntamente apegado al interés general es contrario a los principios rectores de la contratación administrativa el objetante está en la obligación de traer argumentos y pruebas –ambos- apropiados es decir que respalden su “mero dicho”. Y es que acá debe partirse de otro elemento fundamental que conviene reiterar, los procedimientos de contratación administrativa no son concursos que han de ser abiertos a todo el mercado de manera irrestricta y por encima de las necesidades concretas que tiene cada entidad licitante; ello llevaría no solo al caos comparativo de ofertas que son diametralmente diferentes y por lo tanto incomparables, sino principalmente a un fuerte riesgo de afectación a la satisfacción de las necesidades públicas.  En otros términos, la libre concurrencia y la igualdad de trato no han de ser entendidas como portillos irrestrictos para todo aquel que desee concursar, sino como un punto de sano y razonable equilibrio  entre las verdaderas necesidades que debe satisfacer la Administración Pública y un trato justo y equitativo a todos aquellos potenciales oferentes que sí logran contribuir adecuadamente en esa delicada labor.  En la práctica ese equilibrio, así como la justicia y equidad que ha de perseguir el ordenamiento jurídico se logra mediante la incorporación únicamente de cláusulas limitativas (o más bien delimitativas) que tengan el adecuado sustento técnico, legal y financiero pero concomitantemente mediante la posibilidad revisar esas cláusulas, en aras de la adecuada satisfacción del interés general e igualmente mediante argumentos objetivamente fundamentados, que permitan el estudio del cartel no solo desde la perspectiva de los intereses particulares, sino primordialmente desde la óptica de la función social o colectiva que persigue el Estado.”

En el caso  bajo examen, la recurrente indica  que las especificaciones que se detallan en el cartel la mayoría no son concordantes entre sí y en otros casos carecen de informaciones complementarias, entre ellas las siguientes: 1) Punto 3.1.1 Descripción:   “Una excavadora de un modelo no anterior al año 2008”. Solicita que la excavadora ofrecida sea del último modelo de fabricación y liberada en el año 2008 para inscribirla en esa condición en el Registro Nacional de la Propiedad Mueble y así proteger los intereses de la Municipalidad  que pretende adquirir la última tecnología del fabricante y del mercado. 2) Punto 3.1.2 Motor diesel: “Un motor que entregue una potencia neta mínima de 259 a 265 HP máxima a 1700 RPM ya que una potencia menor a 269 HP proporciona un gasto innecesario de combustible” y en el punto 3.1.6. e), pide “un balde no menor a 2.0m3 de servicio pesado”. La recurrente aclara que las excavadoras mantienen una relación de potencia del motor vs. capacidad del balde y  este una relación capacidad vs. peso específico del material a movilizar cosa que no hace la Municipalidad. Señala que la Municipalidad debe indicar si la capacidad es al ras o colmada y el peso específico del material y no limitar la potencia del motor sin tomar en cuenta las condiciones del trabajo a que va a ser sometida la máquina. Solicita se indique una potencia neta mínima del motor de 246 HP a  1950 RPM y un balde con un rango de capacidad colmada de 1.90 a 2.00 m3 para movilizar materiales de 1500 a 1800 kg/m3. 3) Punto 3.1.8 Dimensiones: “(Medidas mínimas) boom 6450 mm, brazo 3200mm, alcance a nivel del suelo 11140 mm, alcance de profundidad 7370 m balde de 2.00 m3”. Solicita se permita ofrecer las siguientes medidas mínimas: Aguilon (Boom) 6500mm/ Brazo 3150 mm/ Altura de excavación 10210mm/ Altura de descarga 7110 mm/ Alcance al nivel del suelo 10920mm/ Alcance de excavación 11100 mm/ Profundidad de excavación 7180 mm/ Balde Servicio pesado capacidad al ras  (SAE)  (*) 1.96m3/ (*) Para movilizar materiales de 1500 a 1800 Kg/m3. Señala que esta Contraloría General en resolución R-DCA-342-2006 ha señalado que deben indicarse mínimos y máximos en las dimensiones. Al respecto, merece señalar que  la gestión de la objetante se encuentra ayuna de fundamentación, toda vez que, para el punto 3),  se limitó  a solicitar que se modifiquen las dimensiones,  posiblemente del  equipo que podrá ofertar,  pretendiendo que el cartel se adecue a esas características.  Con ese actuar, se aprecia que la recurrente no  realizó ningún cuestionamiento acerca de la razonabilidad de la cláusula cartelaria impugnada, sino que más bien a lo que se tiende es la adecuación del cartel a las características del bien que podría ofertar.  Se debe recordar que el cartel  se elaborara de frente a las necesidades que la Administración pretende satisfacer,  y no a la inversa, sea, de frente a los tipos de bienes que puede ofrecer un determinado oferente.  Por otro lado,  en cuanto al punto 2),  lo planteado por  la recurrente no es un aspecto que deba conocerse a través de un recurso de objeción, dado que la petición que hace en nada demuestra trato violatorio en su detrimento, o violación de alguno de los principios de contratación administrativa, y tampoco un quebranto a alguna norma del ordenamiento regulador de la materia, tal y como lo dispone el numeral  170 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, por lo que debió acudir directamente ante la Administración a plantear los cuestionamientos que le surgieron con respecto a las especificaciones   relacionadas con el motor, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 60 del  precitado Reglamento. Ahora en cuanto a la solicitud para que se modifique el rango de potencia neta y la capacidad del balde, aplica lo indicado en el punto anterior, toda vez que no fundamenta y  aporta prueba que demuestre que el bien ofrecido por su representada  con las características técnicas que hace referencia en su escrito, pueda cumplir con las necesidades de la Administración.  Por último, en cuanto al punto 1, por tratarse de una aclaración, también es un aspecto que debió plantearlo ante la Municipalidad licitante.  Por lo expuesto,  impone su rechazo de plano.-------------------------- 

POR TANTO:   Con fundamento en lo expuesto y lo preceptuado por los artículos 182 y 183 de la Constitución Política, 37 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República No. 7428,  81 y siguientes de la Ley de Contratación Administrativa y 170 del Reglamento a la Ley  de Contratación Administrativa,. SE RESUELVE:  Rechazar de plano el recurso de objeción al cartel de la  Licitación Pública Nacional N° 2008LN-000001-01 promovida por la Municipalidad de San Carlos para  la adquisición de una excavadora de oruga totalmente nueva interpuesto por  Agrosuperior, S.A.------------------------------------------------------------
NOTIFIQUESE. --------------------------------------------------------------------------------------------------

Lic. German Brenes Roselló 
                                          
Licda. Marta I. Porras Vargas

            Gerente Asociado
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